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Primera 
Instancia, Sala 
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Civil Núm.: 
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Sobre: 

Reclamación 
Laboral (Ley 2) 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González, y las 
Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 

 
Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 18 de agosto de 2016. 

 Comparece la señora Celia E. Quiles Carrero (señora Quiles 

o la apelante) mediante el recurso de apelación de epígrafe 

presentado el 24 de marzo de 2014. Solicita que se revoque la 

Sentencia Parcial emitida por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Ponce (TPI), el 22 de enero de 2014, notificada el 27 del 

mismo mes y año. Mediante dicho dictamen se desestima la 

Querella por despido injustificado presentada por la señora Quiles 

en contra de Literatura Educativa, Inc. (Literatura Educativa o la 

apelada) y concluye que la señora Quiles es una contratista 

independiente sin derecho a recibir los beneficios que reclama.  

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

CONFIRMAMOS la Sentencia Parcial apelada.  

I. 

La señora Quiles presenta Querella por despido injustificado 

el 26 de marzo de 2012 bajo el procedimiento sumario de 

reclamaciones laborales establecido por la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, según enmendada, 32 LPRA sec. 3118, et seq. 
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Alega, en síntesis, que laboró como empleada de forma 

ininterrumpida para Literatura Educativa desde enero de 2009 

hasta marzo de 2011 y que fue despedida sin mediar justa causa. 

Reclama diversas partidas por concepto de salarios, beneficios e 

indemnizaciones tales como mesada, horas extra, vacaciones 

acumuladas y bono de navidad al amparo de las siguientes 

disposiciones de ley: Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1979, según 

enmendada, 29 LPRA sec. 185, et seq., (Ley 80); Ley Núm. 379 de 

15 de mayo de 1948, según enmendada, 29 LPRA sec. 271, et seq.; 

Ley Núm. 180 de 27 de julio de 1998, según enmendada, 29 LPRA 

sec. 250, et seq; y la Ley Núm. 148 de 30 de junio de 1969, según 

enmendada, 29 LPRA sec. 501, et seq.  

Plantea también que existe un alegado incumplimiento de 

contrato con relación a un vehículo de motor. Sostiene la apelante 

que Literatura Educativa le facilitó un vehículo a la señora Quiles 

por el cual ésta le pagó a la apelada $150.00 durante dieciocho 

(18) meses y al ser despedida no se le devolvió tal suma. Por lo que 

en adición a lo anterior, la apelante también solicita compensación 

por concepto de daños y perjuicios por alegado incumplimiento de 

contrato; enriquecimiento injusto; y angustias y sufrimientos 

mentales.  

Literatura Educativa contesta la Querella el 2 de mayo de 

2012 y sostiene, en ajustada síntesis, que la apelante no era 

empleada sino contratista independiente y solicita que se 

desestime la misma. En cuanto al vehículo, la apelada expresa que 

los pagos realizados por la señora Quiles no eran en concepto de 

que en un futuro el vehículo iba a ser de ella, sino que ésta 

aportaba en concepto de uso del mismo para su trabajo.  

Luego de múltiples trámites y procesos, incluyendo que se 

llevara a cabo el descubrimiento de prueba y se presentada el 

Informe de conferencia con antelación a juicio, se lleva a cabo un 
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juicio en su fondo el 30 de agosto de 2013 a los únicos efectos de 

determinar si la señora Quiles era empleada o contratista 

independiente de Literatura Educativa. Como parte de la prueba 

oral testifica la señora Iris Martínez, administradora de Literatura 

Educativa, por parte de la apelada; y también la señora Quiles 

(aquí la apelante). Las partes también estipularon y sometieron los 

siguientes cinco exhibits como prueba documental: 

Exhibit I-  Copia de carta con fecha del 28 de marzo 

de 2011 en la cual Literatura Educativa le 
notifica a la señora Quiles su decisión de 

dar por terminado el contrato de servicios 
profesionales. 

Exhibit II- Desglose de resultados de cierre de 

cobradores  
Exhibit III-  Hojas de cálculos de la suma pagada a la 

parte querellante en concepto de 
comisiones entre las fechas de 14 de 

febrero de 2011 al 28 de marzo de 2011.  
Exhibit IV-  Copias de los dieciocho (18) recibos de 

pagos de $150.00 cada uno por concepto 

del pago de auto. 
Exhibit V-  Copia de carta con fecha del 14 de febrero 

de 2011 dándole una advertencia a la 
señora Quiles sobre su bajo porcentaje de 
cobranza y la cual la señora Quiles se 

negó a firmar.  
 

Así las cosas, el 22 de enero de 2015, notificada el 27 de 

dicho mes y año, el TPI emite la Sentencia Parcial aquí apelada y 

expresa lo siguiente en su parte dispositiva: 

Resolvemos que la señora Quiles-Carrero nunca fue 
empleada de Literatura Educativa, sino que en el 
tiempo que trabajó para ellos lo hizo como contratista 
independiente y por tanto no tiene derecho a los 
beneficios que tienen los empleados en Puerto Rico y en 
su consecuencia se desestima la Querella por despido 
injustificado y demás reclamaciones a las que solo tiene 
derecho personas que ocupan una posición como 
empleado. 
 
Al amparo de las disposiciones de la Regla 42.3 de 
Procedimiento Civil, se dicta la presente Sentencia 
Parcial por no existir razón para posponer dictar la 
misma sobre tal reclamación hasta la resolución final 
del pleito, desestimando únicamente el reclamo de 
mesada y beneficios de empleado. Se ordena se registre 
y notifique la misma, a tenor con lo provisto en la Regla 
42.3 de Procedimiento Civil. 

  
Se continúan los procedimientos en cuanto a los 
reclamos en la alternativa de incumplimiento de 
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contrato y posibles reclamos o por los derechos al 
vehículo que se le facilitó a la demandante, por la 
demandada, entre otros. Continuará el Juicio sobre 
esos reclamos, según pautado, el 26 de marzo de 2014 
a las 2:00 p.m. 
 
Inconforme, la apelante presenta Moción Solicitando 

Reconsideración el 10 de febrero de 2014. El TPI la declara no ha 

lugar el 18 de febrero de 2014, notificada el 20 de dicho mes y año. 

No estando de acuerdo con el resultado, la señora Quiles acude 

ante este Tribunal el 24 de marzo de 20141 mediante el recurso de 

epígrafe y plantea que el TPI cometió los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del Toro, 

Juez), al emitir unas determinaciones de hechos que 
están en conflicto con el balance más racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la evidencia 
recibida. 
 

SEGUNDO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del Toro, 

Juez), el emitir determinaciones de hechos basadas en 
una errónea apreciación de la prueba. 
 

TERCER ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del Toro, 
Juez), al emitir determinaciones de hechos sin tomar 

en consideración varios hechos que fueron 
establecidos mediante la prueba testifical en el juicio 

en sus méritos. 
 
CUARTO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala a de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del 
Toro, Juez), al decidir que la apelante era una 

contratista independiente de la apelada y no una 
empelada de (é)sta. 
 

QUINTO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del Toro, 
Juez), al decidir que la apelante no tiene derecho a los 

beneficios que tienen los empleados en Puerto Rico. 
 

SEXTO ERROR: Erró el Tribunal de Primera Instancia, 
Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del Toro, Juez), al 
no reconocer y decidir que la relación entre la apelante 

y la apelada generó una expectativa de continuidad en 
el empleo. 
 

                                       
1 La Ley 133-2014, la cual enmienda significativamente la Ley 2, fue aprobada el 

6 de agosto de 2014. Es decir, posterior a que en este caso se presentara la 

Querella, se emitiera la Sentencia apelada, y se presentara la apelación de 

autos. Por lo tanto, no se tomarán en consideración las enmiendas a la Ley 2 
creadas por la Ley 133-2014 en cuanto al término jurisdiccional dispuesto para 

acudir a este Tribunal. 
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SÉPTIMO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 
Instancia, Sala de Ponce (Hon. Eric R. Ronda del toro, 

Juez), al no tener en consideración que se presume 
que todo despido es injustificado y que en los casos de 

los contratos de empleo por tiempo cierto, la ley 
invierte el peso de la prueba, imponiendo al patrono la 
obligación de demostrar que el contrato es bona fide. 

 
Luego de emitir múltiples Resoluciones en torno al 

perfeccionamiento de la apelación, incluyendo el que las partes 

presentaran la reproducción de la prueba oral, finalmente se recibe 

la transcripción estipulada el 1 de abril de 2015. Posterior a otras 

Resoluciones emitidas por este foro, Literatura Educativa 

finalmente presenta su Alegato en Oposición el 10 de diciembre de 

2015. Con el beneficio de la comparecencia de todas las partes, 

procedemos a resolver. 

II. 

A. 

En reiteradas ocasiones nuestro más alto foro ha afirmado la 

importancia que tiene en nuestra sociedad el derecho al trabajo. 

Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894 (2011). El 

andamiaje legislativo en el ámbito laboral reconoce que el trabajo 

es un elemento central, tanto por lo que significa a nivel individual 

en la vida diaria de la ciudadanía como por el beneficio colectivo 

que se genera cuando, a través del esfuerzo, ofrecemos calidad de 

vida y desarrollo social y económico para nuestro País. Íd. La 

jurisprudencia también ha reconocido que en dicha dinámica la 

persona empleada todavía es la parte más débil por lo que se han 

aprobado una serie de estatutos con el fin de “proteger el empleo, 

regular el contrato de trabajo y asegurar la salud y seguridad del 

obrero". Íd., pág. 904.  

 Ocurre el despido cuando el patrono, de forma unilateral, 

decide romper el contrato individual que ha celebrado con un 

empleado. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 155 DPR 364 (2001). Ya 

que de ordinario el quebranto de la relación laboral conlleva la 
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pérdida del sustento necesario para la vida diaria, el Estado tiene 

un interés apremiante en tutelar las relaciones obrero-patronales 

pues hay una clara política pública de proteger los derechos de los 

trabajadores. Íd. 

 Cónsono con ello, la Ley 80 conocida como Ley de Despido 

Injustificado dispone que toda persona empleada que sea 

despedida sin justa causa tendrá derecho a recibir de su patrono, 

no solo el sueldo devengado, sino una indemnización. Delgado 

Zayas v. Hosp. Int. Med. Avanzada, 137 DPR 643 (1994). Esa 

compensación total, conocida como la mesada, es el remedio que 

concede la Ley. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., supra. Es más, dicha 

mesada es el remedio exclusivo disponible para los empleados que 

son despedidos injustificadamente. Romero, et al. v. Cabrer Roig, et 

al., 191 DPR 643 (2014). Véase también, SLG Pagán-Renta v. 

Walgreens, 190 DPR 251 (2014). Por su fin reparador, esta Ley 

debe interpretarse de manera liberal y favorable al empleado. 

Jusino, et als. v. Walgreens, 155 DPR 560 (2001).  

Uno de los requisitos esenciales para reclamar las 

protecciones de la Ley 80 es que exista una relación empleado-

patrono. Así pues, dado que la política pública implantada a través 

de dicha Ley procura proteger a un empleado de un despido 

injustificado, es necesario que entre los actores del pleito haya 

existido una relación obrero-patronal. Ello es así puesto que la 

ruptura de esa relación particular es la que da lugar a aquello que 

la Ley 80 busca desalentar: un despido que, a su vez, sea 

injustificado. Romero, et al. v. Cabrer Roig, et al. supra. De no estar 

presente una relación empleado-patrono se está ante otro tipo de 

relación cuya ruptura no perfeccionaría un despido y por lo tanto 

no activaría las protecciones de la Ley 80. Íd. 

A la luz de lo anterior, y perteneciente al caso de autos, el 

Tribunal Supremo ha definido la figura del contratista 
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independiente como aquella persona que dada la naturaleza de su 

función y la forma en que presta servicios resulta ser su propio 

patrono. Romero, et al. v. Cabrer Roig, et al., supra; Whittenburg v. 

Col. Ntra. Sra. del Carmen, 182 DPR 937 (2011). Dada a las 

implicaciones jurídicas es importante distinguir un empleado de 

un contratista independiente. En limitadas ocasiones es posible 

lograr una distinción categórica entre ambos conceptos, ya que en 

muchas ocasiones una persona puede ostentar un híbrido de 

rasgos característicos tanto de un empleado como de un 

contratista independiente. SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, 151 

DPR 754 (2000); Martínez Pérez v. U.C.B., 143 DPR 554 (1997); 

Nazario v. González, 101 DPR 569 (1973).  

Nuestro más alto foro ha establecido una serie de criterios 

que facilitan el ejercicio que deben llevar a cabo los tribunales en 

aras de distinguir entre un empleado y un contratista bona fide, a 

saber: la naturaleza, extensión y grado de control que ejerce el 

patrono sobre la persona en la ejecución de la obra o trabajo; el 

grado de juicio o iniciativa que despliega la persona; la forma de 

compensación; la facultad de emplear y derecho de despedir 

obreros; la oportunidad de incurrir en ganancias y el riesgo de 

pérdidas; la titularidad del equipo y de las instalaciones físicas 

provistas por el principal; la retención de contribuciones; si, como 

cuestión de realidad económica, la persona que presta el servicio 

depende de la empresa para la cual trabaja; la permanencia de la 

relación de trabajo; y si los servicios prestados son una parte 

integral del negocio del principal o se pueden considerar como un 

negocio separado o independiente por sí mismos. Romero, et al. v. 

Cabrer Roig, et al., supra; Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. del 

Carmen, supra. Véase también, SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, 

supra; Fernández v. A.T.P.R., 104 DPR 464 (1975).  
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No obstante, este listado no pretende obstaculizar la tarea de 

precisar la naturaleza de una relación para determinar si se activa 

la protección de la Ley 80. Para eso se debe realizar un análisis 

multifactorial en donde se ponderen cuidadosamente la totalidad 

de las circunstancias en las cuales se desenvuelve la relación entre 

las partes a la luz de todos los criterios anteriormente enumerados. 

Romero v. Cabrer Roig, supra; SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, 

supra. Por lo tanto, la determinación de quién es un contratista 

independiente no depende de factor aislado alguno, sino que hay 

que examinar el conjunto de circunstancias en que se desenvuelve 

la relación laboral. Íd. Véase también, Fernández v. A.T.P.R, supra.  

De igual modo el Tribunal Supremo ha expresado que para 

dicha determinación no existe una regla absoluta, sino que 

depende de la importancia que se le atribuya a cada uno de los 

factores. No necesariamente será suficiente con que se cumpla uno 

de los criterios, como tampoco es necesario que se cumplan todos. 

Romero v. Cabrer Roig, supra. Ahora bien, al intentar definir si un 

trabajador es empleado o contratista independiente, uno de los 

criterios más importante se refiere al control que se pueda reservar 

el patrono sobre el trabajo. Mariani v. Christy, 73 DPR 782 (1982). 

Recuérdese, que el hecho de que el principal ejerza algún grado de 

control sobre el trabajo del contratista independiente para 

asegurarse de que los servicios se presten de forma eficiente, no 

significa, por sí solo, que estemos ante una relación entre patrono 

y empleado. SLG Hernández-Beltrán v. TOLIC, supra 

B. 

Por otro lado, es una norma debidamente asentada en 

nuestro sistema de justicia que la discreción judicial permea la 

evaluación de la evidencia presentada en los casos y controversias. 

Los jueces de instancia son quienes están en mejor posición de 

aquilatar la prueba, por ello su apreciación merece gran respeto y 
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deferencia por parte de los tribunales apelativos. Rivera Figueroa v. 

The Fuller Brush Co., 180 DPR 894 (2011); Muñoz Noriega v. Muñoz 

Bonet, 177 DPR 967 (2010); S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

177 DPR 345 (2009); Ramírez Ferrer v. Conagra Foods P.R., 175 

DPR 799 (2009); McConnell v. Palau, 161 DPR 734 (2004). Como 

Regla general, en ausencia de error manifiesto, prejuicio, 

parcialidad o pasión, no se intervendrá con la apreciación de la 

prueba, las determinaciones de hechos y las adjudicaciones de 

credibilidad que haga el foro de instancia. (Énfasis nuestro). 

Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31 (2009); 

Trinidad García v. Chade, 153 DPR 280 (2001).  

No obstante, aunque el arbitrio del juzgador de los hechos es 

respetable y merece deferencia, no es absoluto y una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a 

la función revisora de este Tribunal. Méndez de Rodríguez v. 

Morales Medina, 142 DPR 26 (1996). Si un análisis integral de la 

prueba refleja que las conclusiones del tribunal a quo están en 

conflicto con el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la evidencia recibida, éste ha cometido un error 

manifiesto. Íd. Véase también, S.L.G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 

supra; Ramírez Ferrer v. Conagra Foods P.R., supra. Por lo tanto, 

en vista de dicha función revisora este Tribunal -por vía de 

excepción- puede intervenir con la apreciación de la prueba que ha 

hecho el foro de instancia cuando existe error manifiesto, prejuicio, 

parcialidad o pasión por parte del juzgador de los hechos. Rolón 

García v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420 (1999); López Vicil 

v. I.T.T. Intermedia, Inc., 142 DPR 857 (1997); Pueblo v. Collado 

Justiniano, 140 DPR 107 (1996). 

De otro lado, es principio establecido que un tribunal 

apelativo está en la misma posición que el TPI en cuanto a la 

apreciación de prueba documental o pericial. Castrillo v. 
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Maldonado, 95 DPR 885 (1968). Por tanto, corresponde a la parte 

que impugna el peso de probar que el dictamen fue arbitrario, 

irrazonable o que se tomó en ausencia de evidencia sustancial, 

todo lo cual implicaría error manifiesto. Gallardo v. Petiton, 132 

DPR 39 (1992); Henríquez v. C.E.S., 120 DPR 194 (1987); Rivera 

Pérez v. Cruz Corchado, 119 DPR 8 (1987); Quintana Tirado v. 

Longoria, 112 DPR 276 (1982). Es por ello que en casos donde 

existe conflicto entre las pruebas, corresponde precisamente al 

tribunal de instancia dirimirlo. López Vicil v. ITT Intermedia, Inc., 

supra. 

En consecuencia, la intervención de un foro apelativo con la 

evaluación de la prueba testifical únicamente procede en casos en 

que un análisis integral de dicha prueba pueda causar en el ánimo 

del foro apelativo una insatisfacción o intranquilidad de conciencia 

tal que estremezca el sentido básico de justicia. Pueblo v. Cabán 

Torres, 117 DPR 645 (1986). Los foros apelativos pueden dejar sin 

efecto las determinaciones de hechos realizadas por el foro de 

instancia siempre que "del examen de la totalidad de la evidencia el 

Tribunal de revisión queda definitiva y firmemente convencido que 

un error ha sido cometido, como es el caso en que las conclusiones 

de hecho están en conflicto con el balance más racional, justiciero 

y jurídico de la totalidad de la evidencia recibida". Maryland 

Casualty Co. v. Quick Const. Corp., 90 DPR 329, 336 (1964). 

III. 
  
 En el recurso de apelación ante nuestra consideración nos 

corresponde determinar si el TPI actuó conforme a Derecho o no al 

dictar una Sentencia Parcial mediante la cual desestima la 

Querella por despido injustificado presentada por la señora Quiles 

al concluir que la apelante es una contratista independiente sin 

derecho a recibir los beneficios que reclama.  
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 La apelante plantea la comisión de siete errores y, en 

ajustada síntesis, el conjunto de los mismos cuestiona la 

apreciación de la prueba realizada por el TPI para en efecto 

determinar que la relación entre Literatura Educativa y ésta era 

una de contratista independiente y no de empleada.  

En el presente caso -en donde las partes estipularon la 

prueba documental y testificó la señora Quiles, al igual que la 

administradora de Literatura Educativa- el TPI concluyó que en 

base a la totalidad de la prueba y el conjunto de circunstancias en 

las cuales se desenvolvía la relación de la apelante y la apelada, el 

TPI concluyó que la relación de Literatura Educativa con la señora 

Quiles era una con un mínimo control. Ante este cuadro fáctico, y 

luego de adjudicar credibilidad, precisa destacarse las 

Determinaciones de Hecho formuladas por el foro sentenciador 

mediante las cuales se encontró probado lo siguiente: 

1. La Sra. Iris Martínez, designada representante de 

la demandada, por ser administradora de 

Literatura Educativa, testificó bajo juramento que 

Quiles-Carrero comenzó a trabajar como cobradora 

de Literatura Educativa en o para el mes de enero 

de 2011, que Literatura Educativa nunca le brindó 

a Quiles-Carrero adiestramiento alguno para 

desempeñarse como cobradora en una 

determinada región acordada por las partes. 

Además el acuerdo incluy(ó) que Literatura 

Educativa le pagaba a Quiles-Carrero una 

comisión equivalente a un 15% de los cobros que 

ella realizara, que Literatura Educativa no aplicaba 

ningún descuento o retención por concepto de 

contribución sobre ingresos, seguro social, 

incapacidad, ni desempleo a los pagos que le 

emitía a Quiles-Carrero. 

 

2. La prueba reflej(ó) claramente que Quiles-Carrero 

no tenía un horario de trabajo establecido, sino 

que tenía entera libertad para manejar su tiempo 

como mejor desease. Inclusive la prueba demostró 

que Quiles-Carrero tenía a su discreción enviar a 

una tercera persona a realizar los cobros y 

cobraría la comisión de lo que cobrara. Se 

estableció por la prueba, que la señora Quiles 

acudía únicamente a las oficinas de Literatura 
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Educativa dos (2) veces al mes para entregar el 

dinero cobrado y para cobrar sus comisiones. En 

adición se estableció que Literatura Educativa 

entregaba a la señora Quiles-Carrero unas tarjetas 

que contenían información de los clientes, tales 

como nombre, dirección, número de cuenta, fecha 

de vencimiento y balance adeudado. Se estableció 

que dicha información era indispensable para que 

la señora Quiles-Carrero pudiera tener acceso al 

cliente. 

 

3. Adicionalmente la prueba estableció que se le 

requería a la demandante hacer llamadas 

telefónicas diarias, a las Oficinas de la empresa, 

para informar lo que hiciera falta y recibir 

instrucciones de ser necesario. Esas llamadas 

telefónicas también se le requerían los sábados, 

pero ello no tomaba más de 15 minutos cada día. 

 

4. Nunca se plasmó por escrito todos los acuerdos 

que tenían la demandante y demandado, en su 

contrato de servicios profesionales. 

 

5. La empresa demandada le suministr(ó) a la 

demandante un vehículo mientras estuvo vigente 

el contrato de servicios profesionales entre dicha 

empresa y la demandante. 

 

6. La prueba también reflej(ó) que el día 28 de marzo 

de 2011, Literatura Educativa entregó una carta a 

Quiles-Carrero en la cual le informó la decisión de 

dar por terminado el contrato de servicios 

profesionales. 

De lo anterior se desprende que la señora Quiles tenía 

control de su horario y manejo de su tiempo, así sobo cómo 

realizar los cobros. El trabajo realizado por la señora Quiles era 

cobrar deudas a terceros y se le pagaría a ésta conforme las 

cobrara y, a pesar de Librería Educativa sugerirle métodos de 

cobro y horarios a realizarlos, estos no tenían control sobre los 

deberes específicos a realizarse ni supervisión de los mismos.  

De manera que luego de examinar y evaluar 

concienzudamente la Transcripción Estipulada del juicio en su 

fondo celebrado el 30 de agosto de 2013, así como los autos 

originales, coincidimos con el TPI en su determinación de que la 
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señora Quiles es una contratista independiente sin derecho a los 

beneficios reclamados por concepto de salarios, beneficios e 

indemnizaciones tales como mesada, horas extra, vacaciones 

acumuladas y bono de navidad. Tampoco encontramos que haya 

habido pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto por parte 

del foro apelado, por lo que no intervendremos con la apreciación 

de la prueba realizada.  

Por lo tanto, concluimos que no incidió el TPI en su 

apreciación de la prueba ni en su aplicación del Derecho al 

resolver que la apelante es una contratista independiente. 

IV. 
 

En atención a los fundamentos antes reseñados, los cuales 

hacemos formar parte de esta Sentencia, CONFIRMAMOS en todos 

sus extremos la Sentencia Parcial emitida el 22 de enero de 2014.  

Se ordena a la Secretaría de este Tribunal a devolver junto 

con esta Sentencia los autos originales del caso civil núm.             

J PE2012-0182 al Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ponce. 

Notifíquese a todas las partes. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 

 
 
 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


